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Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH)

República de Nicaragua


	EL IMPACTO NEGATIVO DE LA CORRUPCIÓN EN EL DISFRUTE DE LOS DERECHOS HUMANOS.


CUESTIONARIO


Como parte de las consultas realizadas por el Comité Asesor del Consejo de Derechos Humanos con las organizaciones internacionales y regionales que se ocupan de la cuestión de la corrupción ( en particular la Oficina de las Naciones Unidas contra  la Drogas y el Delito, la Academia Internacional contra la Corrupción, la Oficina del Alto Comisionado para los derechos humanos y otros) e instituciones académicas, con el fin de preparar un informe basado en la investigación sobre la cuestión de los efectos negativos de la corrupción sobre el disfrute de los Derechos Humanos, y para formular recomendaciones sobre cómo el Consejo y sus órganos auxiliares deben considerar esta cuestión, de conformidad con la resolución 23 /9 del Consejo.


Antecedentes
En su resolución 23/9, el Consejo de Derechos Humanos tomó nota del informe resumen del panel de debates del Consejo de Derechos Humanos sobre el efecto negativo de la corrupción sobre el disfrute de los Derechos Humanos, celebrada durante la 22 ª reunión del Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/23/26). En la misma resolución, el Consejo pidió al Comité Asesor que le presentara un informe basado en la investigación sobre la cuestión de los efectos negativos de la corrupción sobre el disfrute de los derechos humanos y hacer recomendaciones sobre cómo el Consejo y sus órganos subsidiarios deben considerar esta cuestión.

En su undécimo período de sesiones en agosto de 2013, el Comité Consultivo constituyó un grupo de redacción y los cuestionarios preparados para su distribución a los Estados Miembros, las organizaciones internacionales y regionales competentes que se ocupan de la cuestión de la corrupción, en particular la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, la Academia Internacional de Anticorrupción y la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos humanos, así como las instituciones nacionales de derechos humanos, la sociedad civil y las instituciones académicas pertinentes . El grupo de redacción del Comité Asesor tiene la tarea de redactar un informe preliminar basado en la investigación para la duodécima sesión del Comité Asesor (febrero de 2014).
1. ¿Tiene alguna experiencia en la integración de una perspectiva de derechos humanos en la lucha contra la corrupción? ¿Cuáles son las mejores prácticas y cuáles son los retos en este sentido?

Los Planes Nacionales de Desarrollo Humano de la República de Nicaragua (PNDH, 2008-2012 / 2012-2016) definen que el desarrollo de Nicaragua debe conseguirse a partir del desarrollo de la persona humana, y no a expensas de ella. Bajo esa premisa, el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN) ha reflejado compromiso de prevención, combate y sanción de  actos de Corrupción en la Administración Pública. 
El Plan Nacional de Desarrollo Humano (2008-2012) en lo que hace a la  Gobernabilidad Democrática, concibió que la Democracia Directa permite al pueblo ser partícipe, vigilante, fiscal y garante de los presupuestos locales y nacionales, así como de la eficiencia y honradez de los funcionarios públicos en aras de acabar con la corrupción.
El Plan Nacional de Desarrollo Humano (2012-2016) reafirma el compromiso del Estado en fortalecer la gestión pública participativa y consolidar la Democracia Directa a través de la participación organizada del pueblo, desde una base municipal, por medio de los Gabinetes de la Familia, la Comunidad y la vida, para desarrollar una planificación territorial que genere políticas de beneficio a las familias, así como la participación de estas en el ejercicio de la auditoria social y la responsabilidad social compartida.
Esta Institución Nacional de Derechos Humanos ve oportuno que el GRUN formuló líneas estratégicas en el PNDH (2012-2016) destinadas a lograr un modelo de Administración Pública que garantice el desarrollo integral de la buena gestión en la entrega de servicios de calidad, calidez, eficiencia y transparencia, respondiendo a intereses de la población, contando con la participación activa de esta a través del control social en la gestión pública, siendo las siguientes:
1. Promoción de principios y valores éticos en la Administración Pública y en la Población, creándose un Sistema Nacional de Promoción y educación en valores.

2. Apoyo de la correcta aplicación de la legislación para la buena gestión pública.

3. Fortalecimiento de las funciones institucionales, a través de una gestión eficiente de la Ruta de la Justicia en los actos en contra de la administración pública.

Aunado a lo anterior, el Estado cuenta con disposiciones legislativas que garantizan la prevención, combate y sanción de actos de corrupción en la Administración Pública:
1. Ley No. 641, Código Penal de la República de Nicaragua.

2. Ley No. 406, Código Procesal Penal de la República de Nicaragua.

3. Ley No. 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los bienes y recursos del Estado.

4. Ley No. 737, Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público.

5. Ley No. 228, Ley de la Policía Nacional.

6. Ley No. 438, Ley de Probidad de los Servidores Públicos.

7. Ley No. 346, Ley Orgánica del Ministerio Público.

8. Ley No. 793, Ley creadora de la Unidad de Análisis Financiero.

9. Ley No. 745, Ley de ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal.

10. Ley No. 735, Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados.

11. Ley No. 260, Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de Nicaragua.

12. Acuerdo Presidencial No. 227-2010, Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública.

13. Decreto No. 75-2010, Reglamento General a la Ley No. 737, Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público.

14. Decreto No. 35-2009, Código de Conducta Ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo.
15. Decreto No. 133-2009, Reglamento de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

16. Decreto No. 70-2010, Reglamento de la Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados.

17. Decreto No. 63-99, Reglamento a la Ley No. 260, Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de Nicaragua.

18. Acuerdo No. 05-2008, Procuraduría General de la República, creación de las Unidades Especializadas Anticorrupción, Contra el Crimen Organizado y Contra Delitos Económicos.   

Conforme a lo antes referido, reviste particular importancia la Oficina de Ética Pública. Creada el 5 de julio del año 2002
, uno de los principales objetivos del GRUN fue fortalecerla, adscribiéndola a la Secretaría Privada para Políticas Nacionales de la Presidencia de la República
, el 30 de Octubre de 2012 y destinándole el propósito de elaborar y ejecutar políticas y programas que promuevan la transparencia y efectividad en la administración de los bienes y recursos del Poder Ejecutivo.  
La Oficina fue designada como Entidad rectora del Sistema Nacional de Promoción y Educación en Valores, por lo que coordina esfuerzos con doce instituciones de los cuatro Poderes del Estado, Entes Autónomos, Gobiernos Municipales y Sociedad Organizada, siendo su fin fortalecer la gestión pública y coadyuvar a la observancia de las normas que rigen la actuación del Servidor Público. 

Aunado a lo anterior, reviste considerable mención la aprobación del Acuerdo Presidencial No. 227-2010, el 24 de Septiembre de 2010, que crea la “Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública”, misma que se compone de representantes de Poderes del Estado, Organizaciones Sociales y Asociaciones Municipales
 y se destina a unificar criterios y definir prioridades del Estado y la Sociedad,  encaminadas a lograr la efectiva actuación del Servicio Público; promoviendo la integración de la población en la construcción y mantenimiento de una Administración Pública eficaz, eficiente y transparente.
A la Comisión se le encargó articular plan de acción de conformidad con la “Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública”, y siendo oficializado el 09 de julio de 2012, se constituyó como pilar básico y eje transversal en el accionar de todo el Estado contra la corrupción y el perfeccionamiento de la Administración Pública. En esta participan amplia e incluyentemente todos los Poderes e Instituciones del Estado.

En consonancia con lo expuesto, es oportuno mencionar que el Estado cuenta con órganos de control destinados a prevenir, combatir y sancionar actos de corrupción en la Administración Pública, particularmente:
Contraloría General de la República.

De conformidad con el Artículo 155 de la Constitución Política de la República de Nicaragua, a este organismo le corresponde establecer el sistema de control preventivo para  asegurar el uso debido de los fondos gubernamentales, controlar sucesivamente  la gestión del Presupuesto General de la República, controlar, examinar y evaluar la gestión administrativa y financiera de entes públicos, subvencionados por el Estado y empresas públicas o privadas con participación de capital único. De forma general es un organismo independiente rector del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado.

Procuraduría General de la República.
Adscrita al Poder Ejecutivo y bajo la rectoría de la Presidencia de la República, tiene a su cargo la representación legal del Estado. Posee independencia funcional y de criterio en el cumplimiento de sus atribuciones. En lo que refiere a investigación y persecución de hechos delictivos es considerada como la parte víctima u ofendida en representación del Estado o sus instituciones. 

En el año 2006, se creó la Oficina de Denuncia Ciudadana (ODC), destinada a brindar a los ciudadanos atención para que efectúen denuncias sobre actos de corrupción de Funcionarios Públicos, no obstante en el año 2007, a esta Oficina se le atribuye otra connotación, de conformidad con el Arto. 51 inciso 6 de la Ley Orgánica de la PGR, destinada además de recepcionar denuncias, orientar a los usuarios sobre diferentes trámites que brinda la Institución.
Para brindar una efectiva y eficaz atención a los diversos casos, asuntos o trámites penales que requieren la intervención y presencia de la Procuraduría General de la República, la Procuraduría Nacional Penal, dependencia de la Dirección Superior de la PGR, se estructuró a partir del año 2007 en tres Unidades Especializadas: Unidad Anticorrupción (UAC), Unidad contra Delitos Económicos (UCDE), Unidad contra el Crimen Organizado (UCCO), creándose en el año 2009 la Unidad de Asuntos Internacionales Penales, Derechos Humanos y Humanitarios (UAPIDHH).
Dirección General de Contrataciones del Estado.
Adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es el órgano rector del Sistema de Administración de Contrataciones del Sector Público para toda la Administración Pública Central. Le corresponde garantizar la difusión y cumplimiento de la Ley No. 737 “Ley de Contrataciones Administrativa del Sector Público”, su Reglamento; Ley No. 801 “Ley de Contrataciones Administrativas Municipales” y Ley No. 550, “Ley de Administración Financiera y del Régimen Presupuestario”. 
Dirección General de Función Pública.
Esta entidad forma parte de la estructura del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y es encargada de dirigir, regular y supervisar la implantación de Sistemas de Gestión de Recursos Humanos en instituciones bajo el ámbito de la Ley del Servicio Civil y de la Carrera Administrativa, del Sistema de Provisión de Cargos, Sistema de Gestión del Desempeño, Sistema Retributivo y Sistema de Capacitación y Desarrollo.

2. ¿Qué medidas se pueden tomar por el Consejo de Derechos Humanos y sus órganos subsidiarios o por los Estados para luchar contra la corrupción, con especial consideración de los efectos negativos de la corrupción sobre el disfrute de los derechos humanos?

3. ¿Cómo se pueden utilizar los mecanismos de las Naciones Unidas sobre derechos humanos en los esfuerzos de lucha contra la corrupción? ¿Qué otros mecanismos institucionales podrían ser utilizados para integrar un enfoque basado en los derechos humanos en la lucha contra la corrupción o viceversa, tanto a nivel internacional como nacional?

La Organización de las Naciones Unidas no está exenta de actos de corrupción, ya que existen evidencias que muestran un funcionamiento alejado de la razón por la cual nació. El mejor mecanismo que puede emplear la Organización es evitar actos desiguales, no sólo escuchar a países poderosos, también a los empobrecidos, además de actuar produciendo resultados como los siguientes: 

· Crisis Económica Española (2008-2013).

· Crisis Económica Griega (2010-2013).
· Intervención en Libia (2011).
· Intervenciones de los Cascos Azules en diversos territorios.
· Concubinatos con EE.UU. Francia e Inglaterra.

· Entre muchos más. 
� Decreto No. 67-2002 del 5 de Julio del 2002.


� Decreto No. 40-2012, del 30 de Octubre de 2012.


� Miembros: 1. Procuraduría General de la República; 2. Secretaría Privada para Políticas Nacionales de Presidencia de la República (SPPN). 3. Oficina de Ética Pública; 4. Policía Nacional; 5. Ministerio Público; 6. Ministerio de Gobernación; 7. Ministerio de Relaciones Exteriores; 8. Ministerio de Educación; 9. Ministerio de la Familia, Adolescencia y Niñez; 10. Ministerio de Recursos Naturales y del Ambiente; 11. Ministerio de Salud. Invitados: 12. Corte Suprema de Justicia; 13. Consejo Supremo Electoral; 14. Contraloría General de la República; 15. Asociación de Municipios; 16. Asociación de Organismos de la Sociedad Nicaragüense; 17. Asociación de Organismos de las Coordinadora Social; 18. Asociación Representantes de la Empresa Privada; 19. Asamblea Nacional (Comisión de Probidad y Transparencia y Comisión de Justicia); 20. Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.
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